76     (Segunda Sección)
DIARIO OFICIAL
Viernes 3 de diciembre de 2004

Viernes 3 de diciembre de 2004
DIARIO OFICIAL
(Segunda Sección)     59

SENTENCIA relativa a la Controversia Constitucional 43/2004, promovida por el Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Estado de Oaxaca, en contra de la LVIII Legislatura y del Gobernador Constitucional, ambos del Estado de Oaxaca.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 43/2004.

ACTOR: municipio de san pedro y san pablo

 tequixtepec, ESTADO DE oaxaca.

MINISTRa PONENTE: margarita beatriz luna ramos.

SECRETARIOS: PEDRO ALBERTO NAVA MALAGON.

  VICTOR MIGUEL BRAVO MELGOZA.

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al nueve de noviembre de dos mil cuatro.

VISTOS; y,

RESULTANDO:

PRIMERO.- Por oficio presentado el once de marzo de dos mil cuatro, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Leopoldo Miguel Carlos Morán, quien se ostentó como Síndico Municipal Interino del Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec del Estado de Oaxaca, en representación de éste promovió controversia constitucional, en la que demanda la invalidez del acto que más adelante se menciona, emitido por la autoridad que a continuación se señala.

"LA ENTIDAD, PODER U ORGANO DEMANDADO Y "SU DOMICILIO.- Lo es la LVIII Legislatura del "Estado de Oaxaca, con domicilio en el Congreso "del Estado de Oaxaca, sito en la Avenida Juárez "número 702, Centro Oaxaca, y el Gobernador "Constitucional del Estado de Oaxaca, con "domicilio bien conocido en el Palacio de "Gobierno.--- LA NORMA GENERAL O ACTO CUYA "INVALIDEZ SE DEMANDA, ASI COMO EN SU "CASO EL MEDIO OFICIAL EN QUE SE HUBIERE "PUBLICADO.- Lo es la ilegal suspensión "provisional del Ayuntamiento de San Pedro y San "Pablo Tequixtepec, del Distrito Judicial de "Huajuapan de León en el Estado de Oaxaca, "acordada por la demandada, contenida en el "Decreto número 341 publicado en el Periódico "Oficial del Gobierno del Estado de Oaxaca, de "fecha trece de enero de 2004, publicado por el "Gobernador del Estado de Oaxaca”.

Además, de la lectura integral de la demanda se advierte que la parte actora también demandó la invalidez del artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial de la entidad el diez de enero de dos mil tres.

SEGUNDO.- Los antecedentes del caso, narrados son los siguientes:

"LAS MANIFESTACIONES DE LOS HECHOS O "ABSTENCIONES QUE LE CONSTEN AL ACTOR Y "QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA "NORMA GENERAL O ACTO CUYA INVALIDEZ SE "DEMANDA Y BAJO PROTESTA DE DECIR "VERDAD MANIFIESTO QUE SON LOS "SIGUIENTES:--- Los integrantes del Ayuntamiento "de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Oaxaca, "fuimos electos bajo el sistema de Usos y "Costumbres, para desempeñar nuestros "respectivos cargos en el trienio comprendido del "primero de enero del año dos mil dos al treinta y "uno de diciembre del año dos mil cuatro. En el "ejercicio de nuestras funciones que asumimos "desde el primero de enero del año dos mil dos, "siempre procuramos trabajar por el bienestar de "nuestro pueblo, acatando las disposiciones "legales vigentes y los usos y costumbres de "nuestra comunidad. El día 22 de abril de 2003, se "publica en el Periódico Oficial Extra del Gobierno "del Estado de Oaxaca el Decreto número 252, de la "LVIII Legislatura del Estado de Oaxaca, por el cual "se decreta el inicio del procedimiento de "revocación de mandato del Síndico Municipal "propietario del Ayuntamiento de San Pedro y San "Pablo Tequixtepec y, posteriormente, esta persona "presentó su renuncia al cargo, por lo que el "suscrito fue facultado para asumir el cargo de "Síndico Municipal, en virtud de haber sido electo "como suplente. Para tal efecto se anexa la "identificación que me ostenta como Síndico "Municipal del Ayuntamiento multicitado.--- Sin "embargo, grande fue nuestra sorpresa al "enterarnos con fecha 20 de febrero del año en "curso, por unas copias simples del Periódico "Oficial del Estado que se hicieron circular entre "los habitantes de nuestro Municipio, que unas "personas presentaron una solicitud ante la "Legislatura local, mediante la cual solicitaban se "declare la desaparición del Ayuntamiento de San "Pedro y San Pablo Tequixtepec, asegurando que "existen causas graves para ello. En esas copias "me enteré que la Legislatura demandada sesionó y "determinó al Ayuntamiento que represento, bajo el "argumento que el mismo había violado leyes del "Estado de Oaxaca y, que por tanto, mientras se "investigaba la presunta responsabilidad, de "manera PROVISIONAL suspendían al "Ayuntamiento citado y por consiguiente de "nuestros cargos. Siendo que hasta la fecha, el "Ayuntamiento no ha sido notificado formal ni "legalmente de la suspensión decretada, vamos ni "siquiera hemos sido emplazados al procedimiento "de desaparición”.

TERCERO.- Los conceptos de invalidez que hace valer el promovente, son los siguientes:

"El artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la "Constitución Política Federal dispone en lo que "nos interesa lo siguiente:--- ‘Las Legislaturas "locales, por acuerdo de las dos terceras partes de "sus integrantes, podrán suspender "ayuntamientos, declarar que éstos han "desaparecido y suspender o revocar el mandato a "algunos de sus miembros, por alguna de las "causas graves que la ley local prevenga, siempre y "cuando sus miembros hayan tenido la "oportunidad suficiente para rendir las pruebas y "hacer los alegatos que a su juicio convengan’. De "la anterior transcripción, se desprende que, si bien "es cierto, que las Legislaturas locales tiene "facultades para suspender ayuntamientos, "también lo es que, previa a dicha suspensión, "deben de otorgar a sus miembros la oportunidad "para rendir pruebas y hacer los alegatos que a su "juicio convengan, ya que siendo la garantía de "audiencia una de las más importantes en cualquier "régimen jurídico, ya que implica la principal "defensa de que dispone todo gobernado frente a "actos del poder público que tienda a privarlos de "sus derechos y comprende que en contra de la "persona a quien se pretende privar de algunos de "sus bienes jurídicos tutelados, por disposición "constitucional se siga juicio; que tal juicio se "substancie observando las formalidades "esenciales del procedimiento y que el fallo se "dicte conforme a las leyes existentes con "antelación al hecho o circunstancia que hubiere "dado motivo al juicio. En este caso concreto, "tenemos derecho de acuerdo al artículo 14 "constitucional a que éste privativo de nuestros "cargos, sean a su vez ‘privados’ por conducto de "un procedimiento con formalidades esenciales, y "para efectos genéricos, esas formalidades "esenciales son la notificación del inicio del "procedimiento, la oportunidad de ofrecer y "desahogar pruebas en que se finque la defensa, la "oportunidad de alegar y que el procedimiento "culmine con una resolución fundada y motivada; "sin embargo, en el caso concreto, no se han "cumplido con este mínimo de requisitos, ya que "me estoy enterando por unas copias simples, las "cuales se anexan. ¿Es válida la actuación de la "Legislatura?, estamos de acuerdo que una "Legislatura estatal tenga soberanía dentro de su "propia demarcación, pero las facultades "soberanas que le da la Constitución Local no "implican ni le dan facultad alguna para que "sobrepase los límites de la Constitución Federal. "Se supone que los Estados integran el llamado "Pacto Federal y quedan supeditados a un ente "superior, todos regidos por la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos.--- Se "viola la garantía de legalidad por la Legislatura "demandada, mandada a dar trámite a un "procedimiento de suspensión y de desaparición "del ayuntamiento, sin que se actualicen las "hipótesis contenidas en el artículo 86, fracciones I, "III, IV, y IX y el artículo 87 de la Ley Municipal para "el Estado de Oaxaca, por consecuencia, no está "fundado ni motivado el acto impugnado, violando "en consecuencia, el artículo 16 constitucional. "Analicemos el contenido del artículo 87 de la Ley "Municipal para el Estado de Oaxaca, que dice:--- "‘La Legislatura del Estado desde el momento en "que se dé inicio al procedimiento de suspensión "de un ayuntamiento y hasta en tanto no se emita la "resolución correspondiente, podrá decretar por "acuerdo de las dos terceras partes de la totalidad "de sus integrantes ante una situación de violencia "grave, un vacío de autoridad o un estado de "ingobernabilidad, suspensión provisional del "ayuntamiento, pudiendo entre tanto nombrar de "entre los vecinos del municipio a un consejo "municipal o facultar al Ejecutivo para designar a "un administrador encargado de la administración "municipal, en cualquiera de estos dos casos, la "autoridad provisional ejercerá sus funciones hasta "que se resuelva en definitiva’.--- Veamos si existe "una facultad discrecional, sujeta a la actualización "de cualquiera de sus tres causas:--- ‑Violencia "grave.--- ‑Vacío de autoridad.--- Estado de "Ingobernabilidad.--- Indagando sobre el tema, "legislativamente hablando, no vamos a encontrar "una definición de lo que significa para efectos de "este artículo la violencia grave, vacío de autoridad "o ingobernabilidad, luego entonces esa "calificación la otorga la misma Legislatura "demandada y al calificarla mediante su propio "arbitrio, tenemos una facultad discrecional.--- La "medida suspensional contenida en el artículo 87 "de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, es "una facultad discrecional, no hay más. De lo que "se trata es que la facultad discrecional contenida "en ese precepto citado y su aplicación, es "violatoria de los artículos 16 y 115 Constitucional. "Por otro lado, la Constitución del Estado de "Oaxaca en la fracción IX del artículo 59 dispone:--- "‘La Legislatura local, por acuerdo de las dos "terceras partes de sus integrantes, podrán "suspender ayuntamientos, declarar que éstos han "desaparecido y suspender o revocar el mandato a "algunos de sus miembros, por alguna de las "causas graves que la Ley Reglamentaria prevenga, "siempre y cuando sus miembros hayan tenido la "oportunidad suficiente para rendir las pruebas y "hacer los alegatos que a su juicio convengan’.--- "Esto indica que la propia Constitución del Estado "de Oaxaca, supedita el procedimiento de "suspensión o desaparición del ayuntamiento, a lo "dispuesto por la LEY REGLAMENTARIA que en "este caso es precisamente la Ley Municipal del "propio Estado, lo que implica una obligación para "la Legislatura para observar un procedimiento que "al transgredirlo, implica una violación a la garantía "constitucional en estudio y más aun cuando "vuelve a mencionar la garantía de audiencia. En "este sentido, se ha pronunciado la Segunda Sala "de esta Suprema Corte, con el criterio:--- Quinta "Epoca.- Instancia:
 Segunda Sala.- Fuente: "Semanario Judicial de la Federación.- Tomo: LVII.- "Página: 1588.--- ‘FUNCIONARIOS DE ELECCION "POPULAR, CESE DE.- Cuando la separación de un "empleado o funcionario de elección popular, no "esté determinada por la Constitución Local, de "una manera libre e incondicional, sino "subordinada a un procedimiento fijado por las "leyes reglamentarias, en el amparo que se pida "contra tal separación, debe entrarse al estudio del "acto, para decidir sobre su legalidad, pues lo "contrario equivaldría a dejar sin cumplimiento de "la ley reguladora los derechos políticos del "quejoso y al criterio exclusivo de la autoridad "responsable’.--- Derivado de este criterio la "Legislatura demandada debió en todo momento "observar las formalidades del procedimiento, ya "que la suspensión de desaparición de un "ayuntamiento no es función soberana. Aunado a "lo anterior, el acto cuya invalidez se demanda no "satisface las garantías de audiencia y legalidad "que tutelan los artículos 14, 16 y 115 de la "Constitución Federal, ya que se dictó sin que se "hayan desahogado las pruebas correspondientes, "dejándonos en estado de indefensión al emitirse "una medida notoriamente contraria a lo dispuesto "por el último mandato que imperativamente "indica:--- Las Legislaturas locales, por acuerdo de "las dos terceras partes de sus integrantes, podrán "suspender ayuntamientos, declarar que éstos han "desaparecido y suspender o revocar el mandato a "algunos de sus miembros, por alguna de las "causas graves que la Ley local prevenga siempre "y cuando sus miembros hayan tenido la "oportunidad suficiente para rendir las pruebas y "hacer los alegatos que a su juicio convengan’.--- "En este caso, se suspende al ayuntamiento que "represento, sin que se haya tenido la oportunidad "de probar suficiente de probar y alegar, alterando "la disposición constitucional y la garantía de "audiencia previa y con violación a la garantía de "legalidad que en forma congruente establecen los "tres artículos mencionados. Se cumple la máxima "que primero se sanciona y después se investiga.--- "Pero además se evidencia una clara violación al "artículo 115 Constitucional por la Legislatura del "Estado mediante el acto del cual se demanda su "invalidez, por el cual se inicia el procedimiento de "desaparición del ayuntamiento, ya que omitió "observar que el procedimiento de defensa es "previo, como formalidad esencial, de conformidad "con el precepto constitucional en cuestión, a la "declaración de procedencia o no de la suspensión "o desaparición; una vez hecho el análisis del "proceso respectivo, la Legislatura por acuerdo de "las dos terceras partes de sus miembros, podrá "suspender o desaparecer ayuntamientos, pero no "dos sanciones, pues tal actuación llevada a cabo "en forma inusitada y antijurídica por la Legislatura "pone en evidencia una clara violación al orden "jurídico constitucional que enmarca el "funcionamiento y operación de los municipios y "sus órganos.--- La Legislatura del Estado de "Oaxaca, violó las garantías de legalidad y de "audiencia previa, al emitir un acto de suspensión "del ayuntamiento que represento, sin que el "artículo 115 lo faculte a hacerlo y además como "medida provisional no autorizada por la "Constitución, ya que tal proceder sólo sería legal "una vez seguido el procedimiento y no antes, de "forma tal que al actuar en esa forma la autoridad "demandada lo hizo al margen de la ley.--- La "suspensión como provisional que puede dictar la "Legislatura desde el momento en que se inicia el "procedimiento, está autorizada para los casos de "desaparición de ayuntamientos de conformidad "con el artículo 87 de la Ley Municipal para el "Estado de Oaxaca. Sin embargo, debemos estar "sujetos sistemáticamente de los ordenamientos "jurídicos aplicables. El artículo 87 de la Ley "Municipal para el Estado de Oaxaca es contraria a "los artículos 14, 16 y 115 de la Constitución "Federal, por las siguientes razones:--- Dice el "artículo 115 constitucional lo siguiente:--- ‘Las "Legislaturas locales, por acuerdo de las dos "terceras partes de sus integrantes, podrán "suspender ayuntamientos, declarar que éstos han "desaparecido y suspender o revocar el mandato a "alguno de sus miembros, por alguna de las causas "graves que la ley local prevenga, siempre y "cuando sus miembros hayan tenido oportunidad "suficiente para rendir las pruebas y hacer los "alegatos que a su juicio convengan’.--- Por otra "parte, en la Legislación del Estado, Constitución y "Ley Orgánica Municipal, dicen lo siguiente:--- "‘Artículo 59 de la Legislatura:--- ...IX.- La "Legislatura local, por acuerdo de las dos terceras "partes, de sus integrantes, podrá suspender "ayuntamientos, declarar que éstos han "desaparecido y suspender y revocar el mandato a "alguno de sus miembros por alguna de las causas "graves que la Ley Reglamentaria prevenga, "siempre y cuando sus miembros hayan tenido "oportunidad suficiente para rendir pruebas y hacer "los alegatos que a su juicio convengan’.--- Otra "vez se menciona que antes de suspender o "desaparecer el ayuntamiento se debe tener la "oportunidad de rendir pruebas. ¿Se cumple en el "caso concreto?. Claro que no.--- Por consecuencia "el artículo 87 de la Ley Municipal deviene "inconstitucional, porque faculta a la Legislatura a "suspender ab initio del procedimiento aun cuando "no se ha otorgado audiencia de la parte afectada, "contraviniendo claramente el artículo 115 de la "Constitución Federal.--- A pesar de que no se "justifica causa grave alguna, ni se nos otorgó la "oportunidad probatoria amplia que se contiene en "el artículo 115 de la Constitución Federal, se nos "suspende temporalmente en el ejercicio del cargo "sin que exista base alguna para ello en la propia "Constitución, motivándose una causa más de "invalidez referida, tanto a la admisión de la "solicitud por parte de la permanente de "gobernación como de la Legislatura demandada, "al no observar las formalidades esenciales del "procedimiento de revocación o suspensión, "sirviendo de apoyo la siguiente tesis:--- Quinta "Epoca.- Instancia: Segunda Sala.- Fuente: "Semanario Judicial de la Federación.- Tomo: XCII.- "Página: 682.--- ‘DERECHOS POLITICOS, AMPARO "EN CASO DE.- Si el quejoso está en un cargo "esencialmente administrativo aun cuando en "determinados casos tenga funciones políticas, "como la privación de que él pudiera ser punto de "estudio sobre si puede ser separado por "disposición de la autoridad responsable y si los "procedimientos empleados tienen o no apoyo "legal, de donde resultaría que las infracciones a "las leyes relativas, pudieran constituir una "violación de garantías individuales, lo que no se "puede juzgar a priori, la demanda de amparo "contra dichos actos, no es improcedente’.--- Cabe "hacer notar, que en el Decreto 341 publicado en el "Periódico Oficial del Gobierno del Estado de "Oaxaca, con fecha 13 de enero de 2004, aun "cuando se dice que se decreta la suspensión "provisional del ayuntamiento que represento, lo "cierto es que dicha suspensión provisional está "disfrazada de definitiva, toda vez que a los "integrantes del Concejo Municipal los nombran "por el resto del período por el que nosotros "fuimos electos, es decir, hasta el 31 de diciembre "de 2004, lo cual sin lugar a duda constituye un "acto del todo ilegal, ya que nunca vamos a saber "nuestra situación legal, desde donde se advierte el "dolo y la mala fe con la que se maneja la "Legislatura del Estado de Oaxaca.--- SUSPENSION "DE LOS ACTOS RECLAMADOS: Con fundamento "en los artículos 14, 15, 16 y demás relativos de la "Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del "Artículo 105 de la Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se nos "conceda la suspensión provisional atendiendo a "que no se actualiza el numera 15 de la Ley "invocada. Nuestra comunidad se afectaría de no "otorgarse la suspensión relativa, en virtud de que "precisamente éste exige la estabilidad de las "autoridades municipales y su permanencia, como "forma de respeto a la decisión popular contenida "en el voto de los ciudadanos del Municipio de "Oaxaca de Juárez. Esta medida, debe decretarse, "bajo el supuesto específico de que no se nos "otorgó el derecho de la defensa "constitucionalmente establecida por los artículos "14 y 115 de la Constitución Federal. Por el "contrario, de no otorgarse la medida solicitada, se "afecta el orden jurídico contenido en el artículo "115 de la Constitución Federal y se favorece "mantener una situación que violenta directamente "la garantía contenida en tal artículo la parte que "indica: ‘LAS LEGISLATURAS LOCALES, POR "ACUERDO DE LAS DOS TERCERAS PARTES DE "SUS INTEGRANTES, PODRAN SUSPENDER "AYUNTAMIENTOS, DECLARAR QUE ESTOS HAN "DESAPARECIDO Y SUSPENDER O REVOCAR EL "MANDATO A ALGUNO DE SUS MIEMBROS, POR "ALGUNAS DE LAS CAUSAS GRAVES QUE LA LEY "LOCAL PREVENGA, SIEMPRE Y CUANDO SUS "MIEMBROS HAYAN TENIDO OPORTUNIDAD "SUFICIENTE PARA RENDIR LAS PRUEBAS Y "HACER LOS ALEGATOS QUE A SU JUICIO "CONVENGAN’. Es decir, se toleraría que los "efectos de un Decreto carente de validez, tuviera "eficacia jurídica, aún en contra de la disposición "expresa del artículo en cuestión. Reproduzco al "efecto, algunas consideraciones sobre la materia y "en relación a la apariencia del buen derecho, "respecto de sus aspectos medulares, sustentado "por el Ministro Genaro David Góngora Pimentel en "la Publicación relativa a la serie de debates, "página 103, que dice: ‘EL TRIBUNAL EN LA "SUSPENSION DEBE HACER UNA APRECIACION "SOBRE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO "QUE TENGA EL PROMOVENTE Y DE LA CERTEZA "DEL PELIGRO EN LA DEMORA EN CONCEDER LA "SUSPENSION, PARA CON LO QUE SE DICE DE ‘... "PROTEGER AL CIUDADANO QUE SE VEA "AFECTADO CON LA EJECUCION DE UN ACTO "ARBITRARIO...’. EN EFECTO, A FIN DE SABER SI "EL ACTO ES ARBITRARIO, Y LO AFECTA "OBLIGADAMENTE DEBERA TOMAR EN CUENTA "CUESTIONES Y ARGUMENTOS QUE AFECTAN EL "FONDO DEL ASUNTO’. Sirven de apoyo a "propósito de concederme la medida cautelar "solicitada, las siguientes jurisprudencias:--- "Séptima Epoca.- Instancia: PRIMER TRIBUNAL "COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL "PRIMER CIRCUITO.- Fuente: Apéndice de 1995.- "Tomo: Tomo VI, Parte TCC.- Tesis: 1048.- Página: "725.--- ‘SUSPENSION. INTERES PUBLICO.- Al "resolver sobre la suspensión de los actos "reclamados, deben sopesarse conforme al artículo "124 de la Ley de Amparo, los daños y perjuicios "(patrimoniales o no) que la parte quejosa puede "resentir con la ejecución de los actos reclamados "o con los efectos provocados o derivados de "ellos, contra los daños y perjuicios que se puedan "ocasionar al interés público o al bienestar general "con la dilación de la ejecución de los actos. Es "decir, no se trata de examinar si es conveniente o "necesario al interés general que se realicen los "actos reclamados, sino que se debe determinar si "hay o no urgencia en que se realicen comparar los "daños que la suspensión puede ocasionar el "interés público, con los daños que la ejecución o "consecuencias de los actos reclamados pueden "ocasionar a la parte quejosa. Y analizar estos "elementos, de ninguna manera se debe perder de "vista que al quejoso se le obliga a garantizar los "daños que pueda causar, ya que para ello se le "exige una fianza, mientras que las autoridades no "suelen indemnizar los daños (patrimoniales o no) "que causan a los particulares con la ejecución de "los actos reclamados. En efecto, se ha venido "estimando (sin que aquí deba analizarse si con "ello satisface el artículo 80 de la Ley de Amparo) "que en caso de concesión del amparo la "restitución de las cosas al orden anterior no "incluye la obligación de la autoridad de pagar los "daños y perjuicios causados a la parte quejosa "con la ejecución de sus actos que fueron "encontrados inconstitucionales, por ende, ilícitos.-"-- Por lo que en su caso solicitamos concedernos "la suspensión definitiva de los actos reclamados "de la responsable, debiéndose expedir dos copias "certificadas del auto que la conceda, autorizando a "las personas mencionadas en el proemio de esta "demanda para que las reciban”.

CUARTO.- Los preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que la parte actora considera violados son: 14, 16 y 115, fracción I, párrafo tercero.

QUINTO.- Por acuerdo de doce de marzo de dos mil cuatro, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente controversia constitucional, correspondiéndole el número 43/2004; y, por razón de turno, se designó como instructora a la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.

Por auto de diecinueve de marzo de dos mil cuatro, la Ministra instructora admitió la demanda de controversia constitucional; ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que formularan su contestación y dar vista al Procurador General de la República para que manifestara lo que a su representación correspondiera.

SEXTO.- El Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, al formular su contestación de demanda, manifestó, en síntesis, que:

1. Procede el sobreseimiento en la controversia constitucional, toda vez que la demanda fue presentada fuera del plazo previsto en el artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la materia, puesto que el Decreto impugnado fue publicado en el Periódico Oficial de la entidad el trece de enero de dos mil cuatro, en tanto que la demanda fue presentada hasta el once de marzo del mismo año, o sea, cuarenta y un días hábiles siguientes a la publicación oficial.

2. El Síndico Municipal, que suscribe la demanda de controversia constitucional, no cuenta con la representación del Municipio actor, por virtud de que en el Decreto controvertido se suspendió al Ayuntamiento y, por tanto, el signante de la demanda ya no contaba con el carácter con que se ostentó.

3. Es improcedente la controversia constitucional, por virtud de que el Decreto impugnado, que contiene la suspensión del Ayuntamiento del Municipio actor, es de carácter provisional y no definitivo.

4. El Decreto cuestionado no es violatorio de los artículos 14, 16 y 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Federal, por lo siguiente:

a) El Congreso del Estado está facultado para ordenar la suspensión del Ayuntamiento y el inicio del procedimiento de desaparición del mismo, conforme a lo dispuesto en el propio artículo 115 constitucional, así como en los artículos 59, fracción IX, de la Constitución Política y 93 de la Ley Municipal, ambos del Estado de Oaxaca; ya que eran públicos y notorios los conflictos internos suscitados en el Ayuntamiento, tanto entre sus integrantes como entre éstos con la comunidad, lo cual causaba perjuicio al bien social que está por encima del particular; puesto que se encontraban suspendidas las participaciones municipales por acusaciones mutuas que hacían los integrantes del Ayuntamiento, en el sentido de presuntas desviaciones de fondos, actualizándose la causa grave prevista en el artículo 87 de la Ley Municipal del Estado.

b) El artículo 115 de la Constitución Federal establece lineamientos mínimos que deben respetarse para la suspensión o desaparición de Ayuntamientos, los que se traducen en: a) la determinación se debe tomar por una mayoría calificada de la Legislatura; b) la resolución debe tener como fundamento alguna causa grave prevista en la legislación estatal; y c) se debe conceder la oportunidad a los afectados para rendir las pruebas y formular los alegatos que a su juicio convenga; sin embargo, ante la ausencia de mayor detalle normativo en la Constitución Federal, en lo referente a la forma en que deberán llevarse a cabo los procedimientos respectivos, debe estimarse una facultad reservada a la Legislatura estatal para establecer dichos procedimientos.

En el caso, la determinación se tomó por la mayoría calificada del Congreso local, ante una situación de violencia grave, por lo que la suspensión se ajusta precisamente a la medida precautoria prevista en el citado artículo 115 de la Constitución Federal, puesto que no constituye un acto privativo de carácter definitivo, sino que solamente prevalecerá mientras se determine en definitiva sobre la desaparición o no del Ayuntamiento.

SEPTIMO.- El Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, al formular su contestación de demanda manifestó, en síntesis, que el Decreto controvertido fue publicado en el órgano informativo de la entidad, con fundamento en los artículos 52 y 53, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Oaxaca.

OCTAVO.- El Procurador General de la República formuló su opinión, en la que en síntesis manifestó, que:

1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional, en términos del artículo 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Federal.

2. El Síndico Interino del Municipio actor, quien signa la demanda en representación de éste, sí cuenta con legitimación en términos del artículo 51, fracción I, de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca.

No es óbice a lo anterior, lo manifestado por la Legislatura demandada, en el sentido de que al encontrarse suspendido el Ayuntamiento, el Síndico carece de la representación con que se ostentó.
Lo anterior, toda vez que antes de que se decretara la suspensión del Ayuntamiento, el Síndico sí contaba con la representación del Municipio, siendo aplicable la tesis jurisprudencial publicada con el rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL CONTRA ACTOS QUE DECLARAN DESAPARECIDO UN AYUNTAMIENTO, EL SINDICO O FUNCIONARIO QUE LO REPRESENTABA, TIENE PERSONALIDAD PARA PROMOVERLA”.
3. La demanda de controversia constitucional fue presentada oportunamente, toda vez que en ella se impugna el artículo 87 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, con motivo de su primer acto de aplicación consistente en el Decreto “341”, publicado en el Periódico Oficial del Estado, el trece de enero de dos mil cuatro, por el cual se suspendió provisionalmente al Ayuntamiento del Municipio actor.

De acuerdo con la fracción II del artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la materia, la demanda deberá promoverse dentro de los treinta días contados a partir del día siguiente al en que, entre otros supuestos, la actora se haga sabedora del acto y, en el caso, ella manifiesta que fue el veinte de febrero de dos mil cuatro, cuando se enteró de su existencia, sin que obre en autos prueba en contrario.

4. La suspensión provisional prevista en el artículo 87 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, no es conculcatoria del artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, puesto que se prevén figuras jurídicas diferentes, toda vez que la medida precautoria contemplada en el precepto legal, lo que constituye es un acto de molestia, por no tener el carácter de definitiva, en tanto que en la disposición constitucional se establece un procedimiento de defensa del orden local, siendo en consecuencia un acto de privación en forma definitiva durante el plazo por el que fue decretada.

De acuerdo con lo anterior, no puede considerarse que la suspensión provisional deba conceder la oportunidad de ofrecer pruebas y formular alegato, ya que ésta puede ser decretada dentro del procedimiento de desaparición de un ayuntamiento, en el cual se dará la oportunidad suficiente para rendir pruebas y hacer alegatos; esto debido a que la suspensión provisional no es un acto privativo considerado por el artículo 14 de la Constitución Federal.

5. La circunstancia de que en el artículo 87 de la Ley Municipal de la entidad no se defina lo que debe entenderse por una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o un estado de ingobernabilidad, no constituye una violación al artículo 115, fracción I de la Constitución Federal, por virtud de que es atribución del Congreso local determinar cuándo se actualiza alguna de las causas por las que procede imponer la suspensión provisional de un ayuntamiento, pues al ser aquélla la autoridad competente para resolver un conflicto en el que se requiera aplicar el precepto impugnado, tiene la potestad de interpretar, tanto la propia norma como la legislación aplicable al caso concreto.

6. El acto controvertido mediante el cual se decreta la suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio actor, al tener su fundamento en el artículo 87 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, que de acuerdo con las consideraciones anteriores no es violatorio del artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, consecuentemente, el hecho de que para su emisión no se haya otorgado la garantía de audiencia, no resulta violatorio de la disposición constitucional; toda vez que se trata de una medida provisional y no definitiva.

7. El decreto controvertido no es violatorio del artículo 16 de la Constitución Federal, toda vez que si bien la suspensión provisional en aquél contenida, se traduce en un acto de molestia, sí se encuentra fundado, porque el Congreso demandado actuó en términos del artículo 87 de la Ley Municipal de la entidad; además de que se encuentra debidamente motivado, al señalar con toda claridad los hechos ocurridos que la llevaron a concluir que se actualizaban las causas graves referidas en la ley.

NOVENO.- Agotado en sus términos el trámite respectivo, tuvo verificativo la audiencia prevista en el artículo 29 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, en la que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del propio ordenamiento, se hizo relación de las constancias de autos, se tuvieron por exhibidas las pruebas documentales ofrecidas por las partes, por presentados los alegatos y se puso el expediente en estado de resolución.

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, por virtud de que se plantea un conflicto entre el Estado de Oaxaca, por conducto de sus Poderes Legislativo y Ejecutivo y el Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, de la misma entidad federativa.
SEGUNDO.- A continuación se analizará la oportunidad de la presentación de la demanda.

De la lectura integral de la demanda, se desprende que la parte actora impugna lo siguiente:

a) El artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial de la entidad el diez de enero de dos mil tres.

b) El Decreto “341”, mediante el cual el Congreso del Estado de Oaxaca, aprueba el inicio del procedimiento de desaparición del Ayuntamiento y se designan integrantes del Concejo Municipal provisional de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, de esa entidad y, suspende provisionalmente al Ayuntamiento, publicado en el Periódico Oficial del Estado el trece de enero de dos mil cuatro.

Por cuanto hace a la expedición de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, se advierte que se trata de una norma general, porque cuenta con los elementos de generalidad y abstracción, ya que es aplicable para todo supuesto que se coloque en la hipótesis normativa, no se encuentra dirigido a un caso en particular y no se agota al momento de su aplicación.

Respecto del Decreto emitido por el Congreso del Estado de Oaxaca, se advierte que constituye un acto, por referirse a situaciones particulares y concretas.

Ahora bien, para efectos de la oportunidad de la demanda, las fracciones I y II del artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la materia, disponen:

"ARTICULO 21.- El plazo para la interposición de la "demanda será:

"I.- Tratándose de actos, de treinta días contados a "partir del día siguiente al en que conforme a la ley "del propio acto surta efectos la notificación de la "resolución o acuerdo que se reclame; al en que se "haya tenido conocimiento de ellos o de su "ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor "de los mismos;

"II.- Tratándose de normas generales, de treinta "días contados a partir del día siguiente a la fecha "de su publicación, o del día siguiente al en que se "produzca el primer acto de aplicación de la norma "que dé lugar a la controversia, y...”.

De lo transcrito, se advierte que, el plazo para la presentación de la demanda, tratándose de actos, es de treinta días contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acto conforme a la ley que lo rige; al en que se haya tenido conocimiento de éste por el actor, o en que este último se ostente sabedor; o bien, a partir del día siguiente de la fecha de su publicación, tratándose de normas generales, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia.

Conviene aclarar que la impugnación del artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, se hace con motivo de su primer acto de aplicación, el cual se hizo consistir en el Decreto “341”, mediante el cual el Congreso del Estado de Oaxaca aprueba el inicio del procedimiento de desaparición del Ayuntamiento y se designan integrantes del Concejo Municipal provisional de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, de esa entidad y, suspende provisionalmente al Ayuntamiento, publicado en el Periódico Oficial del Estado el trece de enero de dos mil cuatro.

Así, en primer lugar debe determinarse si el referido Decreto constituye o no un acto de aplicación de la norma general impugnada, para lo cual es conveniente tener en cuenta que un acto constituye la aplicación de una norma general, siempre y cuando tenga su fundamento en la misma y que en ella se encuentre previsto el caso concreto que se identifica o se contiene en el acto señalado como el de su aplicación, de tal forma que a través de este último se materialice el presupuesto normativo que contiene la disposición general.

En el párrafo primero del artículo Unico del Decreto cuestionado, se dice:

"ARTICULO UNICO.- Se aprueba el inicio del "procedimiento de desaparición del Honorable "Ayuntamiento de San Pedro y San Pablo "Tequixtepec, Huajuapan, Oaxaca, con pleno "respeto a la garantía de audiencia que prevén los "artículos 115 de la Constitución Política Federal, "59, fracción IX de la Constitución Política del "Estado y 97 de la Ley Municipal para el Estado de "Oaxaca, por actualizarse presuntivamente las "causales previstas en los artículos 86, fracciones "I, III, IV y IX y 87 de la Ley Municipal antes "invocada. Se declara la suspensión provisional del "Ayuntamiento de San Pedro y San Pablo "Tequixtepec, Huajuapan, Oaxaca, por actualizarse "las causales contenidas en los artículos 86, "fracciones I, III, IV y IX y 87 de la Ley Municipal "para el Estado de Oaxaca”.

De la transcripción anterior, puede advertirse que, el Decreto de mérito sí constituye un acto de aplicación del artículo 87 impugnado, toda vez que este precepto legal fue, entre otros, el fundamento legal para declarar la suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio actor; además, debe considerarse como el primer acto de aplicación de la ley, por virtud de que no obra en autos constancia alguna de la que pueda advertirse que previamente a la emisión de éste se hubiese pronunciado un diverso acto de aplicación de la norma.

De acuerdo con la conclusión alcanzada, en el sentido de que el primer acto de aplicación de la norma general impugnada lo constituye el decreto también controvertido, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Oaxaca, el trece de enero de dos mil cuatro, respecto del cual la parte actora se ostentó sabedora del acto el veinte de febrero de dos mil cuatro; por lo que en atención a lo dispuesto por el artículo 21, fracción II, de la Ley Reglamentaria de la materia antes transcrito, debe estimarse que el plazo de treinta días hábiles para promover la demanda de controversia constitucional en contra, tanto de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, como de su primer acto de aplicación, transcurrió del lunes veintitrés de febrero al viernes dos de abril de dos mil cuatro, debiéndose descontar del cómputo respectivo los días sábados veintiuno y veintiocho de febrero, seis, trece, veinte y veintisiete de marzo; domingos veintinueve de febrero, siete, catorce, veintiuno y veintiocho de marzo, todos de dos mil cuatro, por ser inhábiles, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2o. de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal en relación con el 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Por lo anterior, al haberse presentado la demanda de controversia constitucional el once de marzo de dos mil cuatro, debe concluirse que respecto de la norma general impugnada, así como de su primer acto de aplicación, fue promovida oportunamente.

Sin que resulte obstáculo lo aducido por la Legislatura demandada en el sentido de que procede el sobreseimiento en la controversia constitucional, toda vez que la demanda fue presentada fuera del plazo previsto en el artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la materia, puesto que el Decreto impugnado, a través del cual se suspende provisionalmente al Ayuntamiento del Municipio actor, fue publicado en el Periódico Oficial de la entidad, el trece de enero de dos mil cuatro, en tanto que la demanda fue presentada hasta el once de marzo del mismo año, o sea, cuarenta y un días hábiles siguientes a la publicación oficial.

No se actualiza la causa de improcedencia alegada por la demandada, ya que al respecto, cabe señalar que la publicación en el Periódico Oficial del Estado de Oaxaca del acto controvertido, no puede tenerse como fecha cierta de que el Municipio actor tuvo conocimiento del acto, toda vez que en éste se suspende provisionalmente a su Ayuntamiento y, por tanto, puede ser violatorio del artículo 115 de la Constitución Federal; en tal circunstancia, con el fin de no dejarlo sin posibilidad de defensa, debe considerarse, en el caso concreto, para efectos de la oportunidad de la demanda, la fecha en que se ostentó sabedora del acto; pues cabe aclarar que tratándose de actos de esta índole, la notificación debió hacerse personalmente al Municipio por conducto del Síndico.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis jurisprudencial emitida por este Tribunal Pleno, número P./J. 14/99, consultable en la página doscientos setenta y siete, Tomo IX, abril de mil novecientos noventa y nueve, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo tenor es el siguiente:

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA "NOTIFICACION DE UN ACTO QUE PUEDE "AFECTAR AL MUNICIPIO, POR VIOLACION AL "ARTICULO 115 DE LA CONSTITUCION, DEBE "HACERSE EN FORMA PERSONAL AL "AYUNTAMIENTO POR CONDUCTO DEL SINDICO "(ESTADO DE MEXICO).- De conformidad con la "Ley Orgánica Municipal del Estado de México, en "especial, con lo dispuesto en los artículos 52 y 53, "corresponde a los síndicos municipales la "procuración y defensa de los derechos e intereses "de los Municipios, por lo que los actos que "pueden vulnerar su órbita de atribuciones o "desconocer las prerrogativas que les otorga el "artículo 115 de la Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos, para los efectos de la "promoción de una controversia constitucional, "deben ser notificados personalmente a los "Ayuntamientos por conducto de los respectivos "síndicos pues, de lo contrario se impediría o, al "menos se dificultaría, la defensa de los intereses "de los Municipios por la vía señalada, lo que "desvirtuaría los motivos de su establecimiento y "se propiciaría la violación a lo establecido en el "artículo 115 de la propia Constitución, sin "posibilidad de defensa o de una defensa oportuna "y adecuada”.

TERCERO.- Enseguida se estudiará la legitimación de quien promueve la controversia constitucional, por ser presupuesto indispensable para el ejercicio de la acción.

El artículo 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, establece:

"ARTICULO 11.- El actor, el demandado y, en su "caso, el tercero interesado deberán comparecer a "juicio por conducto de los funcionarios que, en "términos de las normas que los rigen, estén "facultados para representarlos. En todo caso, se "presumirá que quien comparezca a juicio goza de "la representación legal y cuenta con la capacidad "para hacerlo, salvo prueba en contrario. ...”.
De la disposición legal transcrita, se desprende que el actor deberá comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para representarlo.

En el presente asunto, suscribe la demanda de controversia constitucional, Leopoldo Miguel Carlos Morán, en su carácter de Síndico del Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Estado de Oaxaca, lo que se encuentra acreditado en autos con copia certificada del Decreto “252” de treinta y uno de marzo de dos mil tres, publicado en el Periódico Oficial de la entidad, el veintidós de abril del mismo año, por medio del cual el Congreso del Estado suspende del mandato al entonces Síndico Municipal y faculta al Síndico suplente, signante de la demanda, para que asuma esa función (foja ochenta y uno vuelta); además, del propio Decreto impugnado se desprende que el período para el que fue electo concluye el treinta y uno de diciembre de dos mil cuatro.

Ahora bien, el artículo 51 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, prevé:

"ARTICULO 51.- Los Síndicos serán representantes "jurídicos del Municipio y responsables de vigilar la "debida administración del erario público y "patrimonio municipal, con las siguientes "atribuciones:

"I.- Procurar, defender y promover los intereses "municipales, representar jurídicamente al "municipio en los litigios en que éstos fueren parte, "y en la gestión de los negocios de la hacienda "municipal; ...”.
En consecuencia, toda vez que de acuerdo con el precepto citado es el Síndico quien tiene la representación del Municipio, debe considerarse que sí cuenta con legitimación para promover la presente controversia constitucional en representación del Municipio actor, y tomando en cuenta que éste es uno de los órganos enunciados para intervenir en una controversia constitucional por el artículo 105, fracción I, de la Constitución Federal, debe concluirse que cuenta con la legitimación necesaria para promoverla.

No obsta a lo anterior, lo manifestado por la Legislatura demandada en el sentido de que al encontrarse suspendido provisionalmente el Ayuntamiento del Municipio actor, el signante de la demanda no funge como Síndico Municipal y por consiguiente no cuenta con la representación del Municipio, por lo que debe sobreseerse en la controversia constitucional.

No se actualiza la causa de improcedencia alegada por la demandada, toda vez que la suspensión de las funciones del Síndico que suscribe la demanda, fue como consecuencia del decreto impugnado en esta vía, el cual será precisamente analizado en cuanto a su constitucionalidad, por lo que debe reconocérsele la representación municipal con que promovió.

Es aplicable, por analogía, el criterio sustentado por este Tribunal Pleno en la tesis jurisprudencial número P./J. 33/2003, visible en la página mil doscientos cincuenta y dos, Tomo XVIII, agosto de dos mil tres, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL CONTRA "ACTOS QUE DECLARAN DESAPARECIDO UN "AYUNTAMIENTO. EL SINDICO O FUNCIONARIO "QUE LO REPRESENTABA, TIENE "PERSONALIDAD PARA PROMOVERLA.- "Conforme al artículo 11 de la Ley Reglamentaria "de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, la parte actora debe comparecer al "juicio de controversia constitucional por conducto "del funcionario legalmente facultado para "representarlo, de donde se sigue que cuando se "impugnan actos que declaran desaparecido un "Ayuntamiento, el síndico o funcionario que lo "representaban antes de ese acontecimiento "conservan su personalidad jurídica para promover "en su contra la controversia constitucional, sin "que pueda alegarse en contrario que ya no tenían "esa representación con motivo de dicha "desaparición, porque es precisamente el análisis "constitucional de tal declaratoria, lo que "constituye la materia del fondo de la litis”.

CUARTO.- Acto continuo, se procede al análisis de la legitimación de la parte demandada, en atención a que ésta es una condición necesaria para la procedencia de la acción, consistente en que dicha parte sea la obligada por la ley para satisfacer la exigencia de la demanda, en caso de que resulte fundada.

En la presente controversia constitucional, la autoridad demandada lo son los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca.

Los artículos 10, fracción II y 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria de la materia, que dicen:

"ARTICULO 10.- Tendrán el carácter de parte en las "controversias constitucionales:…

"...II.- Como demandado, la entidad, poder u órgano "que hubiere emitido y promulgado la norma "general o pronunciado el acto que sea objeto de la "controversia…”.

"ARTICULO 11.- El actor, el demandado y, en su "caso, el tercero interesado deberán comparecer a "juicio por conducto de los funcionarios que, en "términos de las normas que los rigen, estén "facultados para representarlos. En todo caso, se "presumirá que quien comparezca a juicio goza de "la representación legal y cuenta con la capacidad "para hacerlo, salvo prueba en contrario…”.

De acuerdo con los preceptos transcritos, debe considerarse que los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca sí cuentan con legitimación pasiva para comparecer al presente juicio, toda vez que el primero emitió la norma general y acto cuya invalidez se demanda y el segundo los promulgó.

En el caso, suscribe la contestación de la demanda en representación del Congreso del Estado de Oaxaca, Juan Ramón Díaz Pimentel, con el carácter de Presidente de la Gran Comisión de la Quincuagésima Octava Legislatura de la entidad, lo que acreditó con copia fotostática certificada del acta de la sesión ordinaria del primer período ordinario de sesiones correspondiente al primer año de ejercicio legal de la Legislatura, celebrada el veintidós de noviembre de dos mil uno, en la que se aprueba la integración de la Gran Comisión, desprendiéndose que el signante de la demanda tiene el carácter de Presidente de la misma (fojas sesenta y ocho a setenta y cinco del expediente).

Ahora bien, del estudio integral de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Oaxaca y su Reglamento, no se desprende en quién recae la representación legal de dicho Poder; sin embargo, opera en favor del compareciente la presunción de representación, conforme a lo dispuesto en la parte final del artículo 11 de la Ley Reglamentaria de la materia, máxime que no obra en autos prueba en contrario que desvirtúe esta presunción.

Asimismo, debe considerarse que el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca cuenta con legitimación pasiva para comparecer al presente juicio, toda vez que se le imputa la expedición de la norma general y del acto cuya invalidez se demandó.

Por otra parte, quien suscribe la contestación de demanda en representación del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, es José Murat, en su carácter de Gobernador de esa entidad, cargo que no obstante no demuestra contar con él, debe tenérsele por acreditado en términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Reglamentaria de la materia, por tratarse de un hecho público y notorio.

El artículo 66 de la Constitución Política del Estado de Oaxaca, establece lo siguiente:

"ARTICULO 66.- El Poder Ejecutivo del Estado de "Oaxaca, se ejerce por un solo individuo que se "denominará Gobernador del Estado”.

De acuerdo con la disposición constitucional transcrita, debe interpretarse que si el Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca se deposita en el Gobernador, entonces éste se encuentra legitimado para intervenir en la presente controversia en representación de aquél.

De igual forma, debe considerarse que el Ejecutivo del Estado de Oaxaca cuenta con legitimación pasiva para comparecer al presente juicio, toda vez que se le imputa la promulgación y publicación de la norma general y acto cuya invalidez se demandó.

QUINTO.- Previamente al estudio de la cuestión fundamental controvertida, se procede al análisis de las causas de improcedencia o motivos de sobreseimiento alegadas por las partes en este procedimiento, o las que oficiosamente advierta este Alto Tribunal, además de las ya analizadas, por tratarse de una cuestión de orden público.

El Congreso del Estado de Oaxaca, al formular su contestación de demanda, argumenta que es improcedente la controversia constitucional, toda vez que la suspensión decretada en el acto impugnado es provisional y no definitiva.

Resulta infundado el argumento vertido por la Legislatura demandada, toda vez que el hecho de que la suspensión del Ayuntamiento del Municipio actor, decretada en el acto impugnado, tenga el carácter de provisional y no de definitivo, pues no obstante que el acto contenido en el Decreto “341” consistente en la declaración de suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Estado de Oaxaca, el mismo sí es susceptible de ser analizado en esta vía por este Alto Tribunal, por virtud de que aun y cuando fue dictado por el Congreso de la entidad como una medida cautelar dentro del procedimiento de desaparición del Ayuntamiento de referencia, lo cierto es que tal acto puede ser estudiado de manera independiente del citado procedimiento, puesto que por sí mismo y desde el momento en que entró en vigor, afectó de manera inmediata y directa al citado Ayuntamiento en su integridad, ya que impide la continuidad en el ejercicio de sus funciones de gobierno, y tal afectación no podrá ser reparada al momento del dictado de la sentencia en el presente juicio, atendiendo a que los fallos que se dicten en controversias constitucionales no pueden tener efectos retroactivos.

A mayor abundamiento, cabe señalar que de acuerdo con el contenido del decreto de referencia, el Ayuntamiento del Municipio actor se encuentra suspendido desde el momento en que el mismo entró en vigor, y aunque dicha medida está señalada como provisional, lo cierto es que ante la indeterminada duración de la misma, de facto se convierte en una desaparición del Ayuntamiento; no pasando desapercibido para esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que al momento de emitirse esta resolución, no existe constancia dentro del presente expediente que acredite que ya se haya dictado la sentencia definitiva en el procedimiento de desaparición del Ayuntamiento de referencia.

Al no existir causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento, diversos a los ya analizados, se pasa al estudio de los conceptos de invalidez.

SEXTO.- En los conceptos de invalidez planteados, esencialmente, se aduce, que:

1. El artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca es violatorio del artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, toda vez que si bien es cierto que en éste se faculta a las Legislaturas locales para suspender a los Ayuntamientos, también lo es que les impone el deber de que, previamente al acto de suspensión, otorgarán al Ayuntamiento correspondiente, la oportunidad de rendir pruebas y formular alegatos, que se traduce en la garantía de audiencia, lo cual no se prevé en el dispositivo legal impugnado, ni tampoco fue respetada para emitir el Decreto por el que se suspendió provisionalmente al Municipio actor, también controvertido en esta vía.

2. La fracción I del artículo 115 de la Constitución Federal prevé, entre otras cuestiones, que la suspensión de Ayuntamientos será por alguna de las causas graves que la Ley local prevenga; sin embargo, el precepto legal cuestionado sólo hace referencia, como causas graves, a la violencia grave, al vacío de autoridad y al estado de ingobernabilidad, sin que en forma alguna defina esas causas, por lo que se deja al arbitrio de la Legislatura su interpretación al momento de calificar los hechos ocurridos y emitir su resolución, lo que se puede traducir en una facultad discrecional, contraviniendo así el espíritu de la Constitución.

3. El Decreto impugnado, al tener su fundamento en el artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca y, además, que para su emisión no se respetó la garantía de audiencia previa, resulta conculcatorio del artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal.

Por cuestión de método, en primer término se estudiarán aquellos conceptos encaminados a demostrar que la citada norma general es violatoria de lo previsto por el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Federal, puesto que según señala la parte actora, la suspensión provisional fue decretada sin notificarles previamente el inicio de procedimiento alguno, no dándoseles oportunidad para realizar manifestaciones ni ofrecer pruebas.

El artículo 115, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece 
lo siguiente:

"ARTICULO 115.- Los Estados adoptarán, para su "régimen interior, la forma de gobierno "republicano, representativo, popular, teniendo "como base de su división territorial y de su "organización política y administrativa el Municipio "Libre, conforme a las bases siguientes:

"I.- Cada Municipio será gobernado por un "Ayuntamiento de elección popular directa, "integrado por un Presidente Municipal y el número "de regidores y síndicos que la ley determine. La "competencia que esta Constitución otorga al "gobierno municipal se ejercerá por el "Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá "autoridad intermedia alguna entre éste y el "gobierno del Estado.

"Los presidentes municipales, regidores y síndicos "de los Ayuntamientos, electos popularmente por "elección directa, no podrán ser electos para el "período inmediato. Las personas que por elección "indirecta, o por nombramiento o designación de "alguna autoridad desempeñen las funciones "propias de esos cargos, cualquiera que sea la "denominación que se les dé, no podrán ser electas "para el período inmediato. Todos los funcionarios "antes mencionados, cuando tengan el carácter de "propietarios, no podrán ser electos para el período "inmediato con el carácter de suplentes, pero los "que tengan el carácter de suplentes sí podrán ser "electos para el período inmediato como "propietarios a menos que hayan estado en "ejercicio.

"Las legislaturas locales, por acuerdo de las dos "terceras partes de sus integrantes, podrán "suspender Ayuntamientos, declarar que éstos han "desaparecido y suspender o revocar el mandato a "alguno de sus miembros, por alguna de las causas "graves que la ley local prevenga, siempre y "cuando sus miembros hayan tenido oportunidad "suficiente para rendir las pruebas y hacer los "alegatos que a su juicio convengan.

"Si alguno de los miembros dejare de desempeñar "su cargo, será sustituido por su suplente, o se "procederá según lo disponga la ley.

"En caso de declararse desaparecido un "Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la "mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no "procede que entren en funciones los suplentes ni "que se celebren nuevas elecciones, las "legislaturas de los Estados designarán de entre "los vecinos a los concejos municipales que "concluirán los períodos respectivos; estos "concejos estarán integrados por el número de "miembros que determine la ley, quienes deberán "cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos "para los regidores; ...”.

Del precepto anterior, en especial del párrafo tercero, se desprende que las Legislaturas locales tienen facultades para suspender Ayuntamientos, declarar su desaparición y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, siendo evidente que tales supuestos causan una afectación al Ayuntamiento; sin embargo lo hacen de diferente forma, pudiendo clasificarse de la siguiente manera:

a) Actos que afectan al Ayuntamiento en su integridad, en cuanto impiden el ejercicio municipal, como sería la declaración de suspensión o desaparición del mismo; puesto que tales sanciones van dirigidas al órgano en sí y no a alguno de sus integrantes en lo particular, impidiéndole de esta forma continuar con el cumplimiento de sus atribuciones y con el ejercicio de las funciones de gobierno que constitucional y legalmente corresponden a dicho nivel; y

b) Actos que afectan la integración del Ayuntamiento, como la suspensión o revocación del mandato de alguno de sus miembros, en este caso, a diferencia de la hipótesis señalada en el inciso que antecede, la sanción recae en alguno o algunos de sus miembros individualmente considerados, en tanto que el Ayuntamiento como órgano de gobierno seguirá en el ejercicio de sus funciones, aunque para ello deba seguirse el procedimiento de designación de suplentes que prevea la legislación local.

Ahora bien, para que pudiera afectarse al Ayuntamiento, en cualquiera de las hipótesis señaladas, las Legislaturas estatales, deben cumplir con los siguientes requisitos, que:

a) La ley deberá prever las causas graves para suspender Ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido o para suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros;

b) El que previamente a la emisión del acto, se otorgue al Ayuntamiento la oportunidad para rendir pruebas y formular alegatos; y,

c) El acuerdo de suspensión o desaparición de un Ayuntamiento o de suspensión o revocación del mandato de alguno de sus miembros, sea tomado por las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura.

En relación con lo anterior, cabe señalar que en la exposición de motivos de la reforma al artículo 115 de la Constitución Federal, promulgada el dos de febrero de mil novecientos ochenta y tres y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día siguiente, se destacó como prerrogativa de los Municipios su integración y la continuidad en el ejercicio de sus funciones, en los siguientes términos:

"... El Municipio es la comunidad social que posee "territorio y capacidad política, jurídica y "administrativa para cumplir esta gran tarea "nacional: nadie más que la comunidad organizada "y activamente participativa puede asumir la "conducción de un cambio cualitativo en el "desarrollo económico, político y social, capaz de "permitir un desarrollo integral.

"La centralización ha arrebatado al Municipio "capacidad y recursos para desarrollar en todos "sentidos su ámbito territorial y poblacional: "indudablemente, ha llegado el momento de "revertir la tendencia centralizada, cuando para el "fortalecimiento de nuestro sistema federal no "requerimos una nueva institución: tenemos la del "Municipio...

"Por todo ello, el fortalecimiento municipal no sólo "es de considerarse como el camino para mejorar "las condiciones de vida de los Municipios poco "desarrollados, sino también para resolver "simultáneamente los cada vez más grandes "problemas que enfrentan las concentraciones "urbano-industriales. El fortalecimiento municipal "no es una cuestión meramente municipal sino "nacional, en toda la extensión del vocablo. A este "respecto, ha sido una verdad reiteradamente "sustentada en todos los rincones de nuestro "territorio, que el Municipio, aun cuando "teóricamente constituye una fórmula de "descentralización en nuestra realidad lo es más en "el sentido administrativo que en el político, por lo "que por meta inmediata de la vigorización de "nuestro federalismo, nos planteamos la revisión "de las estructuras diseñadas al amparo de la "Constitución vigente a fin de instrumentar un "proceso de cambio que haga efectiva en el "federalismo, la célula municipal tanto en "autonomía económica como política...

"Dentro de estos grandes lineamientos, como "consecuencia de los estudios realizados y como "corolario de la intensa consulta popular efectuada, "consideramos como medida fundamental para "robustecer al Municipio, piedra angular de nuestra "vida republicana y federal, hacer algunos cambios "al artículo 115 de la Constitución, tendientes a "vigorizar su hacienda, su autonomía política y en "lo general aquellas facultades que de una u otra "manera, paulatina pero constantemente habían "venido siendo absorbidas por los Estados de la "Federación.

"En sí, esta tarea exigió un punto de equilibrio "político y constitucional, al cual llegamos después "de numerosos análisis y estudios, pues siendo "nuestra estructura política de naturaleza federal, "debemos respetar la esencia de nuestras "instituciones plasmadas en los principios de "libertad y autodeterminación de las entidades "federativas, sin invadir o lesionar aquellas "facultades que por virtud del pacto federal y de "acuerdo con nuestra forma republicana se "encuentran conferidas a los Estados en los "artículos 40, 41 y 124 de nuestra Carta Magna.

"Recogimos en este sentido las inquietudes "vertidas por los Constituyentes de 1917 y de algún "modo pretendemos revitalizar las ideas que "afloraron en ese histórico foro nacional a la luz de "las vigorosas intervenciones de Heriberto Jara e "Hilario Medina, para robustecer y lograr, en la "realidad política mexicana, el Municipio Libre.

"Se tomaron en cuenta las realidades sociológicas "y económicas de los Municipios del país, sus "grados de desarrollo, y los contrastes entre "aquellos Municipios urbanos e industrializados "que cuentan con determinados recursos "económicos y capacidad administrativa para la "consecución de sus fines colectivos, y aquellas "comunidades municipales marginadas de todo "apoyo económico, del libre ejercicio de su "autogobierno y carentes de toda capacidad para la "gestión administrativa.

"Nuestro objetivo es vigorizar la decisión "fundamental del pueblo sobre el Municipio Libre, "estableciendo dentro del marco fundamental de la "Constitución General de la República, aquellas "normas básicas que puedan servir de cimientos a "las unidades sociopolíticas municipales para que "al fortalecer su desarrollo, se subraye el "desenvolvimiento regional, se arraigue a los "ciudadanos en sus territorios naturales y se evite "la constante emigración del campo hacia las "grandes ciudades y a la capital de la República, no "sólo con el propósito de redistribuir la riqueza "nacional en las múltiples y variadas regiones del "país, sino para ubicar las decisiones de gobierno "en las células políticas a las que lógicamente "deben corresponder, es decir a los Ayuntamientos "como órganos representativos de los Municipios "Libres...

"En la Fracción I, recogiendo los principios "electorales que se consignan en el actual texto "constitucional, se apoya y robustece la estructura "política de los ayuntamientos, consignando bases "genéricas para su funcionamiento y requisitos "indispensables para la suspensión, declaración de "desaparición de poderes municipales o "revocación del mandato a los miembros de los "ayuntamientos.

"Nos alentó para esta proposición el deseo de "generalizar sistemas existentes en la mayor parte "de las Constituciones de los Estados y al mismo "tiempo preservar; las instituciones municipales de "injerencias o intervenciones en sus mandatos "otorgados directamente por el pueblo, "pretendiendo consagrar en lo fundamental un "principio de seguridad jurídica que responda a la "necesidad de hacer cada vez más efectiva la "autonomía política de los Municipios, sin alterar, "por otra parte, la esencia de nuestro federalismo.

"Cabe destacar, como principal innovación de esta "fracción, la obligada instauración de un previo "procedimiento con derecho de defensa para los "afectados ajustando a requisitos legales, antes de "interferir sobré el mandato que los ayuntamientos "ejercen por decisión del pueblo a través del "sufragio directo o dicho sea en otras palabras, el "establecimiento de la garantía de audiencia para la "observancia en el caso de los principios de "seguridad jurídica y de legalidad. Así también se "pretende inducir a las entidades federativas, para "que en sus Constituciones locales y leyes "relativas, señalen con toda precisión cuáles deban "ser las causas graves que puedan ameritar el "desconocimiento de los poderes municipales o de "los miembros de los ayuntamientos, y en otro "aspecto, la adecuada instrumentación de los "procedimientos y requisitos que deban cubrirse "para la toma de tan trascendente decisión. ...”.

De la teleología del precepto fundamental en comento, se desprende que, el Organo Reformador de la Constitución Federal estableció como prerrogativa principal, preservar a los Ayuntamientos como institución municipal, salvaguardándolos tanto en su integración como en la continuidad del ejercicio de sus funciones de gobierno, debido a que tienen lugar con motivo de un proceso de elección popular directa, por el que la comunidad municipal otorga un mandato político a determinado plazo, el cual por disposición fundamental debe ser respetado, excepto en casos extraordinarios previstos en la Legislación local; por tanto, la mutilación de ese plazo en cualquiera de los supuestos señalados, contraría la voluntad popular causando una afectación al ente municipal.

Asimismo, el respeto al Ayuntamiento en cuanto a la continuidad en el ejercicio de sus funciones y a su integración, tiene como fin el preservar a las instituciones municipales de injerencias o intervenciones ajenas, que como ya se mencionó es otorgado directamente por el pueblo; esto en aras de un principio de seguridad jurídica que permita hacer efectiva su autonomía política.

Ahora bien, el Decreto en el que se contiene la orden materia de estudio, señala:

"ARTICULO UNICO.- Se aprueba el inicio del "procedimiento de desaparición del Honorable "Ayuntamiento de San Pedro y San Pablo "Tequixtepec, Huajuapan, Oaxaca, con pleno "respeto a la garantía de audiencia que prevén los "artículos 115 de la Constitución Política Federal, "59, fracción IX de la Constitución Política del "Estado y 97 de la Ley Municipal para el Estado de "Oaxaca, por actualizarse presuntivamente las "causales previstas en los artículos 86, fracciones "I, III, IV y IX y 87 de la Ley Municipal antes "invocada. Se declara la suspensión provisional del "Ayuntamiento de San Pedro y San Pablo "Tequixtepec, Huajuapan, Oaxaca, por actualizarse "las causales contenidas en los artículos 86, "fracciones I, III, IV y IX y 87 de la Ley Municipal "para el Estado de Oaxaca.

"Con las facultades contenidas en el artículo 59, "fracciones IX y XIII de la Constitución Política del "Estado, se designan como integrantes del Concejo "Municipal provisional de San Pedro y San Pablo "Tequixtepec, Huajuapan, Oaxaca, por el resto del "período que concluye el 31 de diciembre de 2004, "a los ciudadanos propuestos por el Gobernador "del Estado, LIC. JOSE MURAT, conforme a las "atribuciones que le otorga el artículo 79, fracción "XV de la Constitución Política del Estado, "quedando integrado de la siguiente manera:

	CONCEJEROS PROPIETARIOS

	Concejero Presidente
	C. Filiberto Herman González Blanco

	Concejero Síndico
	C. Ramón José María Morales Morales

	Concejero de Hacienda
	C. Abad Cruz Blanco

	Concejero de Educación
	C. David Cruz Rojas

	Concejero de Policía
	C. Oscar Luis Noriega Castro

	CONCEJEROS SUPLENTES

	Concejero Presidente
	C. Estela Díaz Martínez

	Concejero Síndico
	C. Luis Rey Moran Aragón

	Concejero de Hacienda
	C. Sergio Martínez Herrera

	Concejero de Educación
	C. Bernardino Gaspar Soriano

	Concejero de Policía
	C. Felix Guzmán Jiménez


En relación con la suspensión provisional de Ayuntamientos, los artículos 86 y 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, señalan:

"ARTICULO 86.- Son causas graves para la "desaparición de un Ayuntamiento:

"I.- Cuando sea imposible el funcionamiento, por "falta absoluta de la mayoría de sus integrantes, si "no existen suplentes que puedan integrarlo, "cualquiera que fueren las causas que motiven "dicha falta;

"II.- La violación reiterada por parte del "Ayuntamiento, de las garantías individuales y "sociales consagradas en la Constitución Política "de los Estados Unidos Mexicanos y la "Constitución Local;

"III.- La promoción o adopción que realice un "Ayuntamiento, de formas de gobierno u "organización política, distintas a las establecidas "en la Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos y la Constitución del Estado;

"IV.- Los conflictos reiterados que se susciten entre "la mayoría o totalidad de los integrantes de un "Ayuntamiento, o entre éste y la comunidad, y que "hagan imposible el cumplimiento de los fines o el "ejercicio de las funciones a cargo del "Ayuntamiento;

"V.- La violación que efectué el Ayuntamiento a las "normas jurídicas que rigen los procesos "electorales;

"VI.- La repetida alteración por parte del "Ayuntamiento a la Ley de Ingresos, al Presupuesto "de Egresos, o a los planes y programas de "desarrollo municipal, que importen un perjuicio a "los habitantes del municipio.

"VII.- La disposición de bienes pertenecientes al "patrimonio municipal que ordene el Ayuntamiento, "sin sujetarse a las disposiciones previstas en la "presente Ley.

"VIII.- Cuando el Ayuntamiento permita que "extranjeros se inmiscuyan en asuntos internos del "Estado o de los municipios;

"IX.- La falta de comprobación y aplicación correcta "de los recursos que integran la Hacienda Pública "Municipal, en términos de lo dispuesto en la Ley "Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda y "demás disposiciones aplicables; y

"X.- Por abandono del ejercicio de sus funciones”.

"ARTICULO 87.- La Legislatura del Estado desde el "momento en que se dé inicio al procedimiento de "desaparición de un ayuntamiento y hasta en tanto "no se emita la resolución correspondiente, podrá "decretar por acuerdo de las dos terceras partes de "la totalidad de sus integrantes ante una situación "de violencia grave, un vacío de autoridad o un "estado de ingobernabilidad; la suspensión "provisional del ayuntamiento, pudiendo entretanto "nombrar de entre los vecinos del municipio a un "Concejo Municipal o facultar al ejecutivo para "designar a un administrador encargado de la "administración municipal, cualquiera de estos dos "casos, la autoridad provisional ejercerá sus "funciones hasta que se resuelva en definitiva”.
De acuerdo con los anteriores preceptos, la Legislatura del Estado, ante una situación de violencia grave, vacío de autoridad o estado de ingobernabilidad, tiene la facultad para suspender a un Ayuntamiento como medida provisional desde el momento en que se dé inicio al procedimiento de desaparición del mismo.

No obstante lo anterior, como quedó asentado, el artículo 115 de la Constitución Federal establece la posibilidad de que los Congresos de las entidades puedan suspender Ayuntamientos, para lo cual se imponen ciertos requisitos cuyo cumplimiento es obligatorio, so pena de que en caso de su inobservancia el acto o la norma respectiva sea inconstitucional.

De lo hasta aquí expuesto, es de considerarse que el artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, impugnado en esta vía y que además sirvió de fundamento para la emisión del Decreto en el que se contiene la suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio actor, se aparta de lo preceptuado por el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por 
lo siguiente:

a) En el precepto constitucional en comento se faculta a las Legislaturas estatales, entre otras cosas, a suspender Ayuntamientos en la forma y términos que la propia disposición establece, lo que se traduce en una separación momentánea del órgano de gobierno municipal de las funciones que constitucional y legalmente tiene encomendadas, sin que se prevea la figura de la suspensión provisional o en su caso la definitiva, sino que refiere en forma general a cualquier tipo de suspensión, que por su naturaleza debe ser temporal; luego entonces, si el artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca contempla la facultad del Congreso local para suspender provisionalmente a los Ayuntamientos, tal circunstancia va más allá del imperativo constitucional.

b) Por otra parte, en la disposición legal que se analiza, no se contempla el deber que tiene la Legislatura de que previamente a la suspensión se otorgue al Municipio la oportunidad de rendir pruebas y formular alegatos en relación con los motivos o causas que pudieran dar origen a la desintegración de su Ayuntamiento, contraviniendo así el mandato constitucional consistente en otorgar audiencia previa al Municipio que se coloque en la hipótesis de suspensión de funciones.

De acuerdo a lo anterior, resulta procedente declarar la invalidez del artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca y, en consecuencia, del Decreto número “341”, publicado en el Periódico Oficial de la entidad, el trece de enero de dos mil cuatro, en virtud de que éste se emitió con fundamento en el citado precepto legal.

Similar criterio fue sostenido por este Tribunal Pleno en sesión de veinticuatro de agosto de dos mil cuatro, al resolver la controversia constitucional 49/2003, promovida por el Municipio de San Miguel Quetzaltepec, Mixe, Estado de Oaxaca, en contra del Decreto emitido por la Legislatura local, a través del cual se suspendió provisionalmente al Ayuntamiento de ese Municipio.

A mayor abundamiento, conviene señalar que para la emisión del Decreto número “341”, declarado inválido en párrafos precedentes, la Legislatura demandada no otorgó al Municipio actor la oportunidad de ofrecer pruebas y de formular alegatos, en clara contravención al artículo 115, fracción I, párrafo tercero de la Constitución Federal.

En efecto, de las constancias que integran el expediente, en especial del dictamen elaborado por la Comisión Permanente de Gobernación del Congreso del Estado de Oaxaca, relativa a los expedientes acumulados números 92, 284 y 382 (fojas ciento tres a ciento veintinueve), se aprecia que dentro del procedimiento seguido para la suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Huajuapan, Estado de Oaxaca, no se dio intervención alguna a los miembros del Ayuntamiento, para que pudieran hacer manifestaciones y ofrecer pruebas con anterioridad a que el Congreso del Estado decretara dicha suspensión provisional.

De lo anterior se observa, que para la emisión del citado dictamen, que posteriormente fue aprobado por la Legislatura, únicamente se analizaron las constancias que obraban en los respectivos expedientes acumulados, a las que sólo se hizo referencia en el propio dictamen, sin que se advierta que en algún momento se haya dado intervención a los miembros del Ayuntamiento.

Lo anterior se corrobora con las manifestaciones formuladas por la Legislatura demandada en su contestación de demanda, al manifestar que en el caso, la determinación se tomó por la mayoría calificada del Congreso local, ante una situación de violencia grave, por lo que la suspensión se ajusta precisamente a la medida precautoria prevista en el citado artículo 115 de la Constitución Federal, puesto que no constituye un acto privativo de carácter definitivo, sino que solamente prevalecerá mientras se determine en definitiva sobre la desaparición o no del Ayuntamiento, por lo que no existe el deber de que previamente a su emisión se dé intervención al Municipio actor.

Ahora bien, como quedó establecido, la Constitución Federal dispone que previo a la declaración de suspensión de un Ayuntamiento (sea cual fuere las características de esta suspensión), es necesario que se le otorgue oportunidad de defenderse, lo que, como ha quedado de manifiesto, no ocurrió en el presente caso, por lo que resulta inconcuso concluir que efectivamente con la emisión de la orden consistente en la suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Huajuapan, Estado de Oaxaca, el Poder Legislativo de esa entidad contravino lo dispuesto por el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Con base en lo anterior, y al haber resultado fundados los conceptos de invalidez estudiados, resulta innecesario ocuparse de los restantes, ya que a ningún fin práctico conduciría, pues en nada variaría la conclusión alcanzada, siendo aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 100/99, visible en la página setecientos cinco, Tomo X, de septiembre de mil novecientos noventa y nueve, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra indica:

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ESTUDIO "INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ.- "Si se declara la invalidez del acto impugnado en "una controversia constitucional, por haber sido "fundado uno de los conceptos de invalidez "propuestos por la parte actora, situación que "cumple el propósito de este juicio de nulidad de "carácter constitucional, resulta innecesario "ocuparse de los restantes argumentos de queja "relativos al mismo acto”.

SEPTIMO.- A continuación se procede a determinar los efectos de esta ejecutoria conforme a lo establecidos en los numerales 41 y 45 de la Ley Reglamentaria de la materia, que obliga a este Tribunal Pleno a determinar los alcances y efectos de la declaratoria de invalidez, fijando con precisión los órganos obligados a cumplirla.

Al efecto, los dos últimos párrafos de la fracción I del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevén:

"Siempre que las controversias versen sobre "disposiciones generales de los Estados o de los "Municipios impugnadas por la Federación, de los "Municipios impugnadas por los Estados, o en los "casos a que se refieren los incisos c), h) y k) "anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de "Justicia las declare inválidas, dicha resolución "tendrá efectos generales cuando hubiera sido "aprobada por una mayoría de por lo menos ocho "votos.

"En los demás casos, las resoluciones de la "Suprema Corte de Justicia tendrán efectos "únicamente respecto de las partes en la "controversia”.

Atento a lo anterior y toda vez que la presente controversia versa sobre una disposición general del Estado de Oaxaca, impugnada por uno de sus Municipios, así como respecto de su primer acto de aplicación, en términos del inciso i), de la fracción I del artículo 105 constitucional, la declaratoria de invalidez decretada únicamente tendrá efectos entre las partes.

En tales condiciones, las disposiciones contenidas en el artículo 87 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, no le serán aplicadas al Municipio actor y, se deja sin efectos la suspensión provisional del Ayuntamiento, ordenada en el Decreto “341”, así como la designación que se haya hecho del Concejo Municipal provisional de ese Municipio, en consecuencia el Poder Legislativo de la entidad deberá restituir en sus funciones a los integrantes del Ayuntamiento suspendidos, dentro del término de diez días a partir de aquel en que la presente ejecutoria sea notificada al Congreso de la citada entidad federativa, debiendo informar al respecto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación dentro de las veinticuatro horas siguientes, lo anterior sin perjuicio de la continuación del procedimiento de desaparición del Ayuntamiento, seguido por el Poder Legislativo de la entidad.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Es procedente y fundada la presente controversia constitucional.

SEGUNDO.- Se declara la invalidez del artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, así como de la orden de suspensión del Ayuntamiento del Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Huajuapan, Estado de Oaxaca, contenida en el Decreto “341”, publicado en el Periódico Oficial de la entidad, el trece de enero de dos mil cuatro, en términos del considerando sexto de este fallo.

TERCERO.- El Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, deberá proceder en los términos especificados en el último considerando de esta ejecutoria.

CUARTO.- Publíquese esta resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de Oaxaca.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Pleno, por unanimidad de once votos de los señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio Armando Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y Presidente Mariano Azuela Güitrón. Fue ponente en este asunto la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.

El señor Ministro Presidente Mariano Azuela Güitrón declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos.

Firman el Ministro Presidente y la Ministra Ponente, con el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.- El Ministro Presidente: Mariano Azuela Güitrón.- Rúbrica.- La Ministra Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos.- Rúbrica.- El Secretario General de Acuerdos, José Javier Aguilar Domínguez.- Rúbrica.

LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de treinta y un fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con su original que obra en el expediente relativo a la controversia constitucional 43/2004, promovida por el Municipio de San Pedro y San Pablo Tequixtepec, Estado de Oaxaca, en contra de la LVIII Legislatura y del Gobernador Constitucional, ambos del Estado de Oaxaca, se certifica para efectos de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, en términos de lo dispuesto en el párrafo Segundo del artículo 44 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el punto Cuarto resolutivo de su sentencia dictada en la sesión pública de nueve de noviembre en curso.- México, Distrito Federal, a diecinueve de noviembre de dos mil cuatro.- Conste.- Rúbrica.

